Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:10). 


—La Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda comienza la sesión y da la bienvenida 
a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente —arquitecta Eneida de 
León- y asesores, a quienes recibimos para considerar el articulado previsto en la rendición de cuentas 
de 2015. 


SEÑORA MINISTRA.- Es un gusto para todos nosotros concurrir a esta comisión. 


Primeramente daré una visión general y luego abordaremos los artículos correspondientes a 
cada dirección. 


Durante 2015, el ministerio se propuso aplicar una política de trabajo integrada entre todas las 
unidades ejecutoras para atender la transversalidad de temas como el clima, el ambiente, el agua, el 
ordenamiento territorial, el hábitat y la vivienda. De este modo, hemos logrado como resultado una 
mayor eficiencia y una mejora en la gestión. Cabe destacar, por ejemplo, el apoyo de otras direcciones 
a la Dirección Nacional de Vivienda en la elaboración del plan quinquenal; el que recibió la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente de parte de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial para evaluar 
autorizaciones ambientales previas, pues han conformado un sistema de trabajo que ha fortalecido la 
estrategia de este ministerio. 


Por mandato constitucional también trabajamos en coordinación con otros organismos y otros 
ministerios que se comunican con el Poder Ejecutivo a través de este ministerio, puedo señalar 
Ganadería, Agricultura y Pesca; Industria, Energía y Minería; Relaciones Exteriores y Defensa 
Nacional, especialmente en materia de cambio climático y el cuidado del agua. Naturalmente, esto 
conlleva que se traten temas de medioambiente a nivel ministerial. 


Quiero informar que hoy hicimos la primera reunión del gabinete ambiental que fue muy 
productiva. Allí planteamos tratar una serie de temas y, fundamentalmente, se dio el intercambio junto 
con la Secretaría Nacional de Ambiente, Cambio Climático y Agua que es la que va a coordinar estas 
acciones. 


También tenemos una estrecha relación con la Universidad de la República y con el LATU, en 
especial, con relación a la investigación y al monitoreo. 


De acuerdo con la política de descentralización en el último cuatrimestre de 2015, y en lo que 
va de este año, el equipo de nuestro ministerio inició una gira por el interior, por fuera de las reuniones 
de gabinete que realiza el Poder Ejecutivo, con el fin de acordar planes de trabajo con los gobiernos 
departamentales. Allí se formaron equipos con las autoridades que fueron electas el año pasado y se 
establecieron las relaciones institucionales porque, fundamentalmente, nuestro ministerio requiere de la 
coordinación en territorio que siempre se hace a través de las intendencias departamentales y, a veces, 
de los municipios. Esta coordinación la realiza todo el equipo del ministerio e incluye el sistema público 
de vivienda. Comenzamos la gira el 10 de setiembre de 2015 y ya recorrimos Canelones, Florida, 
Durazno, Colonia, Soriano, Tacuarembó, Artigas, Treinta y Tres, Lavalleja, Maldonado, Rocha, 
Paysandú, Salto y Río Negro. Este año tuvimos dos encuentros en Montevideo y en los cuatro 
departamentos pendientes vamos a realizar, a la brevedad, reuniones en el territorio, aunque los 
intendentes cuando vienen especialmente al congreso nos visitan. 


Este ministerio tuvo 310 audiencias en los 12 Consejos de Ministros que se han realizado en 
el interior. De ellas 107 estuvieron vinculadas con temas ambientales, como ser, denuncias, solicitudes 
sobre agua, residuos, saneamiento y calidad del aire, y 203 relacionadas con vivienda. Además se 
atendieron solicitudes individuales, realojos en casos difíciles, cooperativas, organizaciones civiles y 
situaciones de diferentes organizaciones. 


Hemos implementado un proyecto con la Agesic para que este año todos los trámites de 
nuestro ministerio se puedan iniciar en línea, incluso aquellos que en la actualidad se realizan 
solamente en Montevideo, a pesar de que existen oficinas en el interior. 


El Sistema Público de Vivienda está integrado por la Dirección Nacional de Vivienda, el 
Programa de Mejoramiento de Barrios, ex PIAI, la Agencia Nacional de Vivienda, el Movimiento de 
Erradicación de Vivienda Insalubre Rural —Mevir—, el Banco Hipotecario del Uruguay y el Plan Juntos. 


Citaré algunas cifras y luego, si algún señor senador requiere alguna aclaración, la haré con 
mucho gusto. 


En el año 2015 terminamos unas 3.018 nuevas viviendas, otorgamos 611 préstamos para 
refacción, ampliación o reforma y llevamos adelante 738 contratos de alquiler garantizados por nuestro 
ministerio. Eso significó unas 4.367 soluciones habitacionales. Son casi todas del año 2015 y, algunas, 
del 2014. Hay unas 13.000 soluciones habitacionales que esperamos que se completen este año. 
Contamos con alrededor de 11.000 viviendas nuevas y 2.000 para refacción y ampliación. 


El año pasado se elaboró el Plan Quinquenal de Vivienda en el marco de la Coavi, la 
Comisión Asesora de Vivienda, en la cual participaron durante dos meses más de cincuenta 
representantes de organismos públicos y privados, la sociedad civil en general. 


Los legisladores están en conocimiento, obviamente, de este Plan Quinquenal de Vivienda 
donde se definieron las prioridades de intervención. Lo que es muy importante es el relacionamiento 
que tenemos con el Mides por los programas de proximidad tales como Uruguay Crece Contigo, 
Jóvenes en Red y Cercanías, que mejoran nuestra capacidad de respuesta con los más vulnerables. 
Se trata de respuestas integradas de la Dirección Nacional de Vivienda, del Programa de Mejoramiento 
de Barrios, ex PIAI, del Plan Juntos, la Agencia Nacional de Vivienda y Mevir. Nuestro ministerio se ha 
consolidado a lo largo de unos cuantos años como generador de conocimiento en la problemática de 
hábitat y vivienda. Se alcanzó a lo largo de varios años y con el esfuerzo de muchos funcionarios. Es 
un referente para otros organismos públicos y privados por el cual se establecen los déficits 
habitacionales y se analizan tendencias demográficas. Hoy tenemos datos de casi todas las ciudades 
del país en cuanto al posible crecimiento o decrecimiento de su población para prever inversiones. En 
este sentido se trabaja en conjunto con el Instituto Nacional de Estadística. La política vivienda y 
hábitat instrumentada en los últimos años ha constituido un referente para América Latina. Hemos 
recibió representantes de gobiernos como Costa Rica, Chile y Bolivia, responsables de la temática, que 
vienen a recibir los insumos de nuestras leyes y reglamentos y especialmente de las cooperativas. 


Con respecto a los adelantos que ha habido a nivel del Congreso de Intendentes, se ha 
establecido un reglamento sobre higiene y habitabilidad de la vivienda que va a regir para todo el país, 
en el que participamos con delegados del Congreso de Intendentes y de la Sociedad de Arquitectos del 
Uruguay. Esto implica una herramienta fundamental para que tengamos una reglamentación de 
protección para el mínimo de habitabilidad e higiene en todo el país. 


Dentro del Sistema Público de Vivienda, quiero referirme al Programa de Mejoramiento de 
Barrios, por el que en el 2015 se realizaron cinco obras, se llegó a unas 2100 personas con 579 
hogares en Montevideo, Maldonado, Artigas y Cerro Largo. Este programa trabaja, fundamentalmente, 
sobre la infraestructura de los barrios. Por lo tanto, es muy importante en estos lugares, donde se ha 
llegado a la población más vulnerable, atender temas de saneamiento, agua potable, electricidad, 
vialidad, drenaje de pluviales, equipamiento comunitario y además el mejoramiento de las viviendas. 


Ya tenemos tres obras adjudicadas, que se iniciaron en 2015, que garantizan los estándares de 
servicios para 2.500 hogares, lo que alcanza a unas 7.300 personas en cinco asentamientos de 
Montevideo, Canelones y Artigas. 


Se aprobaron cuatro proyectos para ingresar a la fase de licitación que abarcan nueve 
asentamientos en Montevideo y Salto. El total de hogares que se atendieron por este medio en 2015 — 
no está incluido el 2016-, fue de unos 3.600. El programa de mejoramiento de barrios se incorpora a 


los municipios y valida las obras integradas; esto lleva a que la inversión que se hace sea legitimada y, 
por ende, mejore los mecanismos de sustentabilidad de estos barrios. A su vez, tratamos de mejorar 
los tiempos de concreción de las titulaciones de los predios, que ha sido un problema endémico en el 
Uruguay. Este elemento es muy oportuno para los ocupantes en estos barrios. El incremento de estas 
intervenciones en áreas precarizadas fortalece la legitimidad de la participación comunitaria tanto en el 
tejido residencial informal, como en el formal. 


Con respecto al Plan Juntos tenemos algunos números para compartir a pesar de que en 
2015 todavía no estaba incorporado a nuestro ministerio. En 2015 el Plan Juntos entregó 272 
soluciones habitacionales y comenzó la gestión de 322 más, muchas de las cuales a esta altura ya 
están terminadas. Esto da un total de aproximadamente unas 600 viviendas entre lo comenzado y 
terminado el año pasado. Al integrarse el Plan Juntos al Sistema Público de Vivienda también fue 
incluido en la elaboración del plan quinquenal, por lo que resulta fundamental que tomemos los 
aprendizajes sobre la precariedad habitacional que derivan de él, para poder mejorar nuestra 
intervención en esos niveles. El Plan Juntos también integra actualmente el Comité de Proximidad del 
Consejo Nacional de Políticas Sociales. 


Como ustedes conocen, Mevir realiza una serie de intervenciones en las viviendas nucleadas 
y dispersas en el interior del país. De esta manera ejecutó 19 programas que representan 732 
viviendas, y el trabajo sobre unidades productivas y mejoras prediales implicó 140 intervenciones más. 
Mevir realiza una tarea muy importante en el interior, como la electrificación para las casas de familias 
y también para algunas escuelas rurales. En 2015, tuvo 153 intervenciones de este tenor, 332 
viviendas refaccionadas, 97 viviendas readjudicadas —que habían quedado vacías— y 11 obras por 
convenio. En total brindó unas 700 soluciones habitacionales. Queremos mejorar este programa, que 
es sumamente cercano a todos los uruguayos, porque hace muchos años que está construyendo en el 
interior profundo. Ahora, por razones obvias, se ha acercado más a algunas poblaciones menores. Por 
ese motivo se están haciendo diagnósticos en los departamentos de Salto, Durazno, Florida y 
Canelones, y se plantea un incremento de casi 1.000 planes en los participantes para garantizar la 
permanencia de las familias en la zona rural. 


En 2015, la Agencia Nacional de Vivienda otorgó 2.350 créditos, más de 1.400 familias 
escrituraron y cancelaron las deudas, se recuperaron 145 inmuebles que fueron ofertados a llamados 
públicos e ingresaron 75 proyectos al amparo de la Ley n.* 18795, que es conocida como la ley de 
vivienda de interés social con inversores privados. En total esto significa unas 2.000 viviendas, 
mientras que el año pasado se llegaron a unas 4.000 soluciones habitacionales. 


También se gestionaron 36.280 créditos, que están en proceso —y algunos ya fueron 
acordados—; hay 3.137 jóvenes adheridos al programa de inclusión financiera Ahorro Joven; y hay 
6.500 viviendas en obra al amparo de la ley de vivienda de interés social. 


Resulta importante destacar que la agencia ha logrado disminuir la morosidad —que era un 
problema serio de la cartera de créditos del fideicomiso— del 4% al 3%, y hubo un total de 36.280 
créditos. Asimismo, regularizó jurídica y notarialmente 26 conjuntos habitacionales e incrementó en un 
25 % la recaudación de la cartera que gestiona la agencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


El Banco Hipotecario, con el cual estamos en estrecho relacionamiento y colaboración, 
otorgó 2.000 préstamos, lo que implicó $ 4.230:000.000, y captó $ 1.243:000.000 de ahorro. Siempre 
estoy hablando del 2015. La participación en créditos hipotecarios del Banco Hipotecario en la plaza es 
de un 55% del mercado. 


Por otra parte, se redujo la morosidad del total de la cartera por debajo del 2,5% y la de la 
cartera nueva por debajo del 1%. Aclaro que estamos hablando de la cartera anterior que había 
recibido el Banco Hipotecario cuando se creó la agencia. 


A la vez, se consolidaron acciones concretas con nuestra cartera para atender segmentos de 
menores ingresos con aportes del ministerio a través de subsidios que se hacen por medio del Banco 
Hipotecario. 


También se desarrolló la cuenta de Ahorro Joven y se abrieron unas 2.800 cuentas el año 
pasado. 


El total de inversión en vivienda nueva fue de $ 4.029:000.000. En acciones sobre el stock, 
así como reparaciones y mejoras que se aplican en viviendas de pequeñas localidades, se invirtieron 
$ 810:000.000; en subsidios y garantías de alquiler se invirtieron $ 382:000.000, y en el programa de 
mejoramiento de barrios, aproximadamente $ 400:000.000. Con todos los otros programas que hemos 
explicado, estamos alrededor de $ 5.800:000.000 de inversión. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, a nivel cuantitativo, esta 
unidad ejecutora alcanzó el 99% de ejecución en promedio respecto a las inversiones correspondientes 
a la implementación del ordenamiento territorial en el año 2015, mientras que a nivel cualitativo, en 
términos generales, se alcanzaron los objetivos y las metas planteadas para el año pasado. 


Se realizó el informe territorial denominado Atlas de la cuenta del río Santa Lucía, que 
permitió ampliar el conocimiento para darle un abordaje territorial a la problemática de la cuenca. Eso 
está en nuestra página web y es accesible a todo el público en general. En este sentido, se valora el 
trabajo para la elaboración del Primer Programa Nacional de Ordenamiento Territorial con una comisión 
de coordinación y seguimiento. 


Ha habido avances en la elaboración de estrategias regionales metropolitanas para las 
actividades extractivas. En general, estamos hablando de canteras en las que también la parte de 
ordenamiento territorial tiene que establecer criterios. Ahí se trabaja con tres gobiernos 
departamentales del área metropolitana, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, representado 
por Vialidad e Hidrografía, y el Ministerio de Industria, Energía y Minería, con Dinamige. 


Se acordaron y formularon convenios con las 19 intendencias departamentales para continuar 
apoyando asesoramiento técnico y financiero para planificación y gestión territorial. Se acompañaron 
los procesos de elaboración y participación pública de los diferentes instrumentos departamentales en 
proceso de elaboración. Eso implica talleres, puestas de manifiesto y audiencias públicas, así como el 
proceso de evaluación ambiental estratégica. 


Se aprobaron siete planes departamentales de ordenamiento territorial en las respectivas 
juntas departamentales y, en general, se mantuvo un alto nivel de ejecución en estos trabajos con los 
gobiernos departamentales. 


Se realizaron 324 informes para el dictamen de viabilidad territorial de emprendimientos que 
solicitan autorizaciones ambientales. 


Otro aspecto relevante lo constituye el desarrollo de nuevos productos y la actualización del 
sistema de información territorial en que se desarrollan nuevas aplicaciones y se brinda la mayor 
información posible. Se mantuvo actualizado el Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial, se 
entregó un reporte digital llamado Nuestro Territorio y se realizó con mucho éxito la primera edición del 
Premio Nacional de Urbanismo, para el que se postularon trabajos de todo el país de diversos ámbitos, 
como gobiernos departamentales, etcétera. 


En cuanto a la generación de conocimiento —que es muy importante en los temas de 
ordenamiento territorial- se hicieron dos contratos de consultorías en convenio con la OPP para la 
formulación de guías metodológicas y para la capacitación de técnicos de las 19 intendencias con el 
objetivo de desarrollar los instrumentos de gestión territorial previstos en la Ley de Ordenamiento 
Territorial y las ordenanzas departamentales de ordenamiento territorial. Se realizaron acuerdos para 
promocionar la formación de recursos humanos y convenios de cooperación con la maestría de 
ordenamiento territorial y desarrollo urbano de la Universidad de la República. 


Se hicieron trabajos de investigación como el estudio del Sistema Nacional de Ciudades 
realizado en la Facultad de Arquitectura y un acuerdo de cooperación técnica con la fundación 
Ricaldoni, de la Facultad de Ingeniería. Se hicieron talleres, seminarios, etcétera, especialmente 
estudios sobre territorios y ciudades fronterizas que tienen su propia problemática. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Aguas, durante 2015 se concretó la propuesta del 
Plan de Aguas que fue una de las prioridades en la que se involucró a toda la dirección. Además de 
esta gestión integrada, que se hace a través del Plan de Aguas, se busca pasar de la atención de 
emergencia a la gestión de riesgo de manera anticipada, tanto para situaciones de inundaciones como 
de sequías, integrando acciones de prevención y de mitigación fundamentales para el país. De ahí 
surgen los mapas de riesgo. A nivel urbano se realizaron mapas de riesgo en las ciudades que 
presentan mayores vulnerabilidades. Son instrumentos de planificación para construir infraestructura y 
viviendas públicas y privadas. A partir del trabajo coordinado de la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial con las intendencias departamentales, los mapas se integran al ordenamiento departamental. 
Esta gestión integrada y participativa se da a través de los consejos regionales y comisiones de cuenca 
donde se elaboran planes concretos de algunas cuencas en las que se aplican medidas como la 
implementación de zonas de amortiguación en caso de desastres naturales. 


También se elaboraron propuestas de medidas para mejorar la calidad de las principales 
cuencas del país, el plan de acción para la cuenca del río Santa Lucía que ya tiene algunos años, y el 
plan de gestión integrado de dicha cuenca. 


Se trabajó en el sistema del acuífero Guaraní, se propuso la reglamentación de la 
construcción de obras de defensa hídrica que están en el Código de Aguas que actualmente están a 
consideración de otros ministerios. 


Se propuso el Plan de Gestión integrada para la Cuenca de la Laguna del Cisne; se desarrolló 
el Sistema de alerta temprana de inundaciones, y se agregó la Comisión del Río Yi con el Sistema 
Nacional de Emergencias. A su vez, se hizo la sustitución, renovación de las estaciones de monitoreo 
de niveles y caudales y se instalaron estaciones con transmisión remota en la Cuenca del Río Santa 
Lucía. Actualmente, están transmitiendo en tiempo real, nueve estaciones. 


Los mapas de riesgo de inundación son una herramienta fundamental no solo para los planes 
de ordenamiento territorial, sino también para la elaboración de planes de vivienda y ubicación de 
terrenos, donde es muy común que las cooperativas se quieran asentar en las ciudades del interior. 
Estos proyectos fueron realizados para las ciudades de San José, Treinta y Tres, Ciudad del Plata, 
Paysandú, Florida y Mercedes. Al incorporar estos planes de ordenamiento territorial se contribuye a 
habitar la construcción de viviendas en áreas inundables como ha pasado en las ciudades de Artigas, 
Bella Unión y Durazno donde estos mapas están terminados y se están utilizando. 


En cuanto a las aguas urbanas hay una planificación integrada que se realizó para las 
ciudades de Young y Salto como experiencia piloto que trataremos de ampliar para el resto del país. 
Podemos destacar que Uruguay fue elegido como sede de la Conferencia de Directores 
Iberoamericanos del Agua para el año 2017. Hay un programa marco de la cuenca del Plata entre 
Uruguay y Brasil por el río Cuareim y modelación, decrecida y alertas tempranas para las ciudades de 
Artigas y Quaraí. También quisiera mencionar que con el apoyo de las Naciones Unidas y de la Unesco 
se instaló en Uruguay el centro regional para la gestión de aguas subterráneas. Nos enorgullece que 
nos hayan elegido como sede regional, que es de gran importancia. 


Con respecto a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, podemos decir que el plan más 
importante que se manejó durante el año 2015 fue la acción en el río Santa Lucía y su cuenca y, 
naturalmente, en la laguna del Sauce, en Maldonado. 


En 2015 se destacó la definición e identificación de todos los padrones incluidos en la zona 
adyacente a toda la cuenca del Santa Lucía y una zona de amortiguación libre de laboreo. Se hicieron 
todas las comunicaciones pertinentes y estamos trabajando muy cerca de las intendencias y 
respondiendo a las denuncias recibidas por las inspecciones correspondientes. 


Se profundizó el seguimiento y control de las 23 industrias que están en la zona de protección 
del río Santa Lucía. Estas industrias representan el 90% del vertido industrial de la cuenca. En 
realidad, las agroindustrias son las que tienen el mayor problema. Al mes de junio, 18 de estas 
empresas se estaban adecuando y 5 más están en proceso de resolver sus efluentes. 
Complementando esta acción, 100 profesionales y técnicos de las industrias que se encuentran sobre 


el Santa Lucía fueron capacitados en sistemas de remoción de nutrientes y se elaboró una guía para 
acompañar técnicamente este proceso de reconversión, que es totalmente necesario. 


Durante el año 2015 y en el primer semestre del año 2016, se realizaron 87 inspecciones a 
estas industrias priorizadas. Se iniciaron 25 trámites de sanción y 15 finalizaron en multa, totalizando 
unas 4000 UR. El resto están todavía en trámite. 


Tenemos un protocolo para actuar en la cuenca en el que incluimos al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y a la Intendencia de Canelones, con el apoyo, además, de los 
Ministerios de Defensa Nacional y de Industria, Energía y Minería, el LATU, y la Universidad de la 
República, por un convenio con la Facultad de Ciencias. Se hace un control de seguimiento de la 
cuenca por aire, tierra y agua. 


El otro sistema que está funcionando muy bien consiste en que al recibir una denuncia o tener 
una situación, se comunica inmediatamente a las intendencias de la zona, que colaboran también con 
la inspección porque a veces llegan más rápido que nosotros. 


Todo esto es parte de un programa de fortalecimiento que es importante. Quisiera decir que 
constituimos una Mesa Técnica del Agua en 2015, con públicos, privados y la academia. Además, a 
través del Ministerio de Industria, Energía y Minería y con el apoyo de Anteldata, se participó con la 
comisión interinstitucional que formó el señor presidente en marzo de 2015. Se conformó un repositorio 
—que ya está operativo— que define parámetros para controlar el plan piloto de control de la cuenca. Se 
están probando sondas que monitorean en tiempo real y esto va a ser de gran ayuda para todo el 
estudio y los análisis de monitoreo de la cuenca del Santa Lucía. 


Fortalecimos las coordinaciones con el CURE de la Universidad de la República. Estoy 
hablando ya de la laguna del Sauce. Allí tenemos el apoyo del Ministerio de Defensa Nacional, la 
Universidad de la República, a través del CURE, y OSE, para detectar tempranamente las floraciones 
algales y tomar medidas con rapidez. Hay un protocolo establecido de vigilancia y se hacen vuelos 
cada dos días para investigar la situación de la laguna. Hay sensores automáticos instalados por OSE 
y hacemos muestreos, a través de la Universidad de la República, embarcados. Tenemos 163 
estaciones de monitoreo de calidad de agua en todo el país y por lo menos 40 parámetros en cada una 
de esas estaciones. Lo que se ha logrado es uniformizar todos los monitoreos de los diferentes 
organismos y tener los mismos parámetros. 


En 2015 fueron unas 2.500 las actividades productivas y empresas que se encontraron bajo 
control ambiental. El incremento del control es permanente debido a nuevas autorizaciones 
ambientales otorgadas; este número es creciente y sigue aumentando. A partir del momento de su 
presentación se inicia el control; todo esto lleva muchos años. Se abordan diferentes actividades 
productivas, que son las que más afectan al medioambiente, como es de conocimiento de todos. 


En 2015 se aprobaron 218 autorizaciones ambientales previas que pueden haber sido A, B o 
C, que son diferentes tenores y que requieren más o menos estudio. 


Tenemos 206 certificados de clasificación de proyectos y un monitoreo en línea para control 
de empresas de gran porte. Nosotros recibimos la información en el ministerio en el momento. 


Se puso a disposición de uso público algo muy importante: el visualizador ambiental. Este es 
un elemento que está a disposición de toda la población e integra la información ambiental desde 
diferentes niveles. Es una herramienta clave para la mejora de la gestión y cuenta con información 
actualizada de calidad del agua, aire, áreas protegidas y emprendimientos que están en trámite en la 
Dinama. En el visualizador fueron incluidos todos los padrones de la cuenca del río Santa Lucía a fin 
de potenciar el control ciudadano para que todos puedan ver la situación y hacer las denuncias 
correspondientes. 


En 2015 también hemos avanzado en la articulación de la gestión de áreas protegidas. Es 
importante destacar que se trabaja en coordinación con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, y que se han logrado muchos avances en la protección de áreas. En ese mismo año Uruguay 


realizó la Convención sobre los Humedales, de Ramsar, que tuvo un enorme éxito debido a la 
participación mundial. El subsecretario de nuestra cartera es quien hoy preside esa convención, en la 
que participan muchos países. 


Los humedales de la laguna de Rocha ingresaron a un sistema que Ramsar aceptó en un 
momento en que estuvimos castigados por este organismo por la protección de humedales. Se 
sumaron los bañados del este, de la franja costera y los esteros de Farrapos, además de las islas del 
río Uruguay. En 2015 se hizo un plan estratégico del Sistema Nacional de Áreas Protegidas y en ese 
momento ingresaron los humedales del río Santa Lucía, que son fundamentales para la protección de 
la cuenca. 


A la fecha el sistema tiene catorce áreas protegidas. Mejoramos la instrumentación de las 
denuncias —pueden hacerse en línea— y, además, se contestan indefectiblemente para que cualquier 
ciudadano no deje de recibir respuesta a la preocupación que planteó. 


Tenemos en marcha el tema de residuos sólidos industriales. El decreto 182/013 regula la 
gestión de dichos residuos y permitió dar un salto estratégico en el ordenamiento de la gestión de 
residuos, además de promover alternativas de producción más limpia y puesta en valor de los residuos. 
Los señores senadores están en conocimiento de que el proyecto del primer sitio de disposición final 
de residuos industriales fue realizado por la Cámara de Industrias del Uruguay, que invirtió alrededor 
de USD 18:000.000 en esta iniciativa. Ella es de enorme importancia para el país porque significa que 
los productos que se exportan tienen un respaldo de calidad y de protección del medioambiente que 
mejora los precios y su aceptación en el exterior. 


En materia de sustancias se destacan los avances en el proyecto de mercurio. Al respecto, el 
Uruguay tiene alguna zona que puede presentar peligro de contaminación, por lo que participó del 
Convenio de Minamata y fue uno de los primeros en firmarlo. Además, nuestro país formó parte de la 
Cuarta Conferencia Internacional sobre la Gestión de Productos Químicos. Por otra parte, con el Banco 
Mundial tenemos un proyecto de fortalecimiento de la capacidad para mejorar el desempeño ambiental 
y promover la producción más limpia en el sector industrial. Esto implica, fundamentalmente, a los 
sectores de curtiembre, que son muy importantes para nuestro país pero contaminan mucho, y a los 
sectores de tambo, con el apoyo de la OPP, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y del 
LATU. 


En materia de plaguicidas se aprobó el fortalecimiento de las capacidades para una gestión 
ambientalmente adecuada de estos productos. Este es un proyecto financiado por el Fondo para el 
Medio Ambiente Mundial, que tiene mucho dinero para estas actividades; se ejecuta con el apoyo de la 
FAO y se incluyen el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con sus direcciones, y la Dinama. 


Por último, con respecto al tema del cambio climático, cabe destacar que participamos en la 
COP 21 en París, donde se hicieron acuerdos muy importantes y se evitó la amenaza que existía por 
ser productores de alimentos, ya que podíamos ser castigados por tener renta media, y no participar de 
posibles préstamos o cooperaciones internacionales. Naturalmente, nuestra contaminación proviene 
del avance de la producción ganadera y agrícola, que genera emanaciones. Sobre el acuerdo en 
cuestión se hizo una presentación. Por mi parte, quisiera presentar al arquitecto Lorenzo, que es el 
director de cambio climático y ha tenido una actuación destacada en la COP 21, además de que 
preside el Sistema Nacional de Respuesta al Cambio Climático. Con respecto a este asunto, queremos 
usar el Fondo Verde para el Clima a fin de fortalecer la institucionalidad. Como los señores senadores 
saben, somos un punto focal con respecto al cambio climático y todo el sistema está reforzado por la 
creación de la Secretaría en la Presidencia de la República y por el Gabinete Ambiental, al que se 
incorporaron los Ministerios de Economía y Finanzas, de Salud Pública, de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, de Industria, Energía y Minería, de Defensa Nacional y el nuestro. Simplemente quiero informar 
que hoy tuvimos la primera reunión del Gabinete Ambiental y que fue todo un éxito, ya que contó con la 
presencia de todos los ministros. Naturalmente, hay un gran interés en fortalecer el sistema y lograr 
mantener el gran respeto que a nivel internacional genera nuestro país en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la señora ministra está de acuerdo, antes de ingresar a la presentación del 
articulado haríamos una ronda de preguntas de los señores senadores. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida formal a la señora ministra, al señor 
subsecretario, al director del Ministerio y a los asesores aquí presentes. 


Hemos estado viendo el informe económico—financiero que nos trae el Poder Ejecutivo y, en 
el pasado, en la administración anterior, se incluía un cuadro en el que se detallaban las viviendas 
terminadas y las que estaban en ejecución año por año, es decir, las correspondientes al 2010, al 2011, 
al 2012, al 2013, por lo que podíamos seguir ese movimiento. Sin embargo, ahora nos extraña que no 
se haya incluido un cuadro similar en este informe económico-financiero cuando en la instancia del 
presupuesto quinquenal sí pudimos contar con esos datos. Entonces, para llevar un control sería 
bueno tener un cuadro que nos permita ver, por ejemplo, si las metas se cumplieron parcialmente. 
Nosotros tenemos que hacer cuentas en función de los informes, y las hicimos, pero eso nos dificulta la 
tarea de contralor, que es parte integrante del trabajo que tenemos que hacer en el Parlamento. 
Indudablemente, el plan quinquenal va del 2015 al 2019, incluyendo el 2015, aunque los nuevos 
créditos están corriendo ahora, en el 2016; no obstante, el plan quinquenal de viviendas inicia en 2015. 


Me voy a referir, básicamente, al tema vivienda porque hay otros senadores que dominan 
mucho mejor otras áreas del ministerio. 


En el plan quinquenal que presentó en el presupuesto la ministra nos planteaba programas 
distintos a los de la administración anterior, y está bien; es una nueva administración y, por lo tanto, 
propone nuevos programas. Pero vemos una no muy buena ejecución por parte del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, aunque sí en el Banco Hipotecario y en la 
Agencia Nacional de Vivienda. Paso a explicarme para luego preguntar a qué se debe. 


En materia de Nuevas Soluciones Habitacionales, se planteaban 23.500 para el quinquenio 
2015-2019. Los programas eran: cooperativas, construcción de viviendas, construcción de viviendas 
para el BPS, autoconstrucción asistida, viviendas en pequeñas localidades, préstamos, subsidios para 
adquisición de vivienda, relocalizaciones, y todos estaban aglutinados en esta acción, denominada 
Nuevas Soluciones Habitacionales. Según nuestros cálculos, si hablamos de 23.500 para el 
quinquenio, tendríamos que tener una ejecución de 4.600 por año; sin embargo, el informe 
económico-financiero del ministerio señala que se ejecutaron 3.018 nuevas soluciones habitacionales. 
También dice que hubo 1.711 realojos, pero ese es otro tema. O sea que estamos hablando de 3.018 
viviendas ejecutadas; son 1.600 soluciones habitacionales menos de las que se había programado el 
ministerio, según sus propios números. Como no tenemos la planilla, no sabemos cuántas son del 
BPS, cuántas de préstamos, cuántas de viviendas en pequeñas localidades, etcétera. Tenemos este 
número grande -3.018-— y el cálculo de que, para llegar a la meta de 23.500, necesitaríamos 4.600 
soluciones habitacionales por año. 


Con relación al otro programa, Acciones sobre el Stock, que incluye préstamos y subsidios 
para refacción, mejora y ampliación, el Plan Juntos, viviendas del BPS y también viviendas en 
pequeñas localidades, el ministerio había planteado 15.700, que son aproximadamente 3.000 por año. 
Mirando los programas y el informe, hemos podido constatar que habla de 611 acciones sobre el stock 
de vivienda existentes, y 272 en el Plan Juntos. Eso da 883, por lo cual estamos muy lejos de la meta, 
tal como sucede en el otro caso, donde tenemos 1.600 soluciones habitacionales menos. Ahora, en 
Acciones sobre el Stock se planteaba una cifra de 3.000 por año y estamos en 883. O sea que 
estamos muy lejos. Quizás me están faltando algunos números, pero como no tengo el cuadro, he 
tomado como referencia el informe económico-—financiero. 


Por concepto de contratos de garantía de alquiler se maneja la cifra de 6.000 en el 
quinquenio —o sea, 1.200 por año- y, según el informe económico—financiero, se ejecutaron 738. 


En lo que tiene que ver con el Plan de Mejoramiento de Barrios, en el mencionado informe se 
establece que se atendieron 3.614 hogares y lo que nos extraña es que tenemos una superejecución 
porque, si para el quinquenio se estimaba llegar a 3.570 hogares, de acuerdo con este programa se 
alcanzaron los 3.600, o sea, más de lo que se pensaba hacer en el quinquenio. Me da la sensación de 
que aquí puede haber un error. 


Ahora bien, en el Sistema Nacional de Inversión Pública —que figura en el planillado que nos 
proporcionó la Oficina de Planeamiento y Presupuesto—, se establece que al Programa de Integración 


de Asentamientos Irregulares le corresponde un total de 500 hogares. No vemos coincidencia entre 
lo que figura en el informe económico-—financiero, que habla de 3.600; el plan quinquenal, que dice que 
son 3.570 —con lo que ya estaría cumplido— y el Sistema Nacional de Inversión Pública, informado por 
OPP, que maneja la cifra de 500. Nos gustaría saber cuál es la cifra exacta para el Plan de 
Mejoramiento de Barrios porque no nos cierran los números. 


Existe una buena ejecución en créditos otorgados por el Banco Hipotecario del Uruguay, así 
como también en lo que tiene que ver con la Agencia Nacional de Vivienda. Por concepto de préstamos 
para refacción se previó la cifra de 6.000 para el quinquenio, esto es, 1.200 por año, por lo que la cifra 
de 1.137 está muy cerca de lo esperado. 


En materia de proyectos promovidos por la Ley n.* 18795, se maneja la cifra de 6.000 en el 
quinquenio lo que, a 1.200 por año, estaría superando la meta, pues se llevan ejecutados 1.498. 


Parecería concluir que hay una buena ejecución de créditos y de préstamos, tanto en el Banco 
Hipotecario del Uruguay como en la Agencia Nacional de Vivienda, pero no así en el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a no ser que estemos equivocados al manejar 
estos números que, reitero, obtuvimos del informe económico-—financiero. 


Tenemos en nuestro poder los informes del Sistema Nacional de Inversión Pública, donde hay 
asignaciones presupuestales que nos llama la atención. Por ejemplo, en la asignación presupuestal por 
componente de todo el ministerio nos habla de administración de proyectos, de consultorías, 
supervisión e inspección de obras, así como de obras civiles e infraestructura urbana. Se habla de una 
asignación de $ 403:000.000 y una ejecución —una buena ejecución— de $ 381:000.000. Ahora bien, 
me llama la atención que en las obras civiles, de los $ 380:000.000 solo se destinan $ 242:000.000, 
porque el resto -$ 116:000.000-— se lo llevan las consultorías. Por su parte, a la administración del 
proyecto se le asignan $ 295:000.000, y a consultorías, supervisión e inspección, $ 22:000.000. Quiere 
decir que más de la tercera parte de lo que votamos acá para la construcción de viviendas queda en 
consultorías, administración de proyectos y consultoría, supervisión e inspección de obras. Esta 
situación nos preocupa. ¿Tanto gastamos en las consultorías que nos llevan la tercera parte de los 
dineros que destinamos a vivienda? Sé que me podrán decir que hay que hacer un estudio de la 
realidad educativa y socioeconómica —con proyección horizontal y transversal- para poder estudiar el 
tema a fondo, pero cuando votamos estos dineros pretendemos que vayan directamente para la gente 
que precisa su vivienda y no que $ 116:000.000, la tercera parte, quede en consultorías. A ello 
debemos agregar $ 22:000.000 que se destinan, repito, a consultoría, supervisión e inspección de 
obras, y lo relativo a la administración del proyecto. 


Quiere decir que la burocracia se queda con la tercera parte del dinero que destinamos para 
la vivienda. Según el planillado, señora ministra, no vemos una ejecución que diga que avanzamos en 
este sentido, para que realmente tengan vivienda aquellos que la están precisando. Quizás estos 
números no estén ajustados, pero son los que figuran en los repartidos para los senadores. 


Me acotan que a la consultoría la consideran inversión, pero no es así para quien habla. 


En definitiva, tenemos un 75% de lo ejecutado. Se hablaba de soluciones habitacionales y no 
vemos que esto tenga un ritmo. Quizás con los nuevos créditos en el 2016pueda alcanzarse un mayor 
ritmo que el logrado, con el presupuesto pasado, en el año 2015. De todas maneras, el plan quinquenal 
establecido en el presupuesto es de 2015 a 2019. 


Nos gustaría que nos aclarasen si hay algún error de nuestra parte en cuanto a la 
interpretación de estos números y escuchar comentarios al respecto. 


SEÑORA MINISTRA.- Creo que hay una error de interpretación de parte del señor senador. El plan 
quinquenal se logró después de dos meses de largo trabajo con todas las organizaciones civiles, 
cámaras empresariales y la participación de los gremios, de arquitectos, de ingenieros y de otros 
organismos, de acuerdo al presupuesto establecido para el Fondo Nacional de Vivienda y los 
diferentes organismos. Pero no se puede tomar ese número, dividirlo entre cinco y considerar que si 
de marzo a diciembre no se llega a esa cifra, ello significa que no se ejecutará. Normalmente las obras 


no se hacen en un año civil, sino que hay arrastres de períodos anteriores. En realidad, esta es la 
inversión prevista del fondo de vivienda, del que nuestro ministerio ha ejecutado alrededor del 90%, o 
sea, no hay una ejecución por debajo de lo previsto. 


Me parece que el señor senador no maneja los datos adecuados, por lo que si es necesario 
le podemos hacer llegar la planilla correspondiente. 


En relación con el programa Mejoramiento de Barrios, quiero aclarar que en cuanto a los 
hogares se atiende fundamentalmente la infraestructura. Más adelante profundizaremos en los 
detalles. 


Con respecto a los números generales, expliqué que teníamos 3018 viviendas nuevas y un 
total de 4400 soluciones habitacionales. Estos datos los planteamos en 2015, pero las obras no 
comienzan en enero o en marzo y se terminan en diciembre del año propuesto. Lo que estamos 
haciendo es transparentar la situación del año 2015, pero la inversión al día de hoy es mucho mayor. 


No obstante lo antes mencionado, me gustaría que el Director Nacional de Vivienda, 
arquitecto Schelotto, profundizara este tema. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Con respecto a algunas de las consultas planteadas por el señor senador 
Heber y abundando en la respuesta de la señora ministra, debo decir que, si bien aparentemente en el 
material de la rendición de cuentas no se incluyó el cuadro que corresponde al tema que nos ocupa en 
este momento, los datos constan en la memoria anual del ministerio. De modo que los señores 
senadores pueden disponer de ellos o, en su caso, los podemos hacer llegar, incluyendo los avances a 
junio de 2016. Los datos relativos a 2015 fueron planteados por la señora ministra y refieren a la 
cuantificación de viviendas terminadas. Como indicó la señora ministra, en todo proceso de obras hay 
arrastres. 


Concretamente, 2015 es un año de transición, es decir, no se cuenta con el presupuesto 
nuevo, sino con el anterior y con obras que ya venían en ejecución, y en 2016 tenemos obras en 
estado de avance y algunas terminadas que vienen de años anteriores. 


En ese sentido, hay números que coinciden. Para 2015, en la memoria se habla de 4367 
soluciones habitacionales brindadas por el ministerio —es decir, finalizadas en el año—, de las cuales 
3018 son viviendas nuevas, 611 préstamos e intervenciones sobre el stock y 738 contratos de alquiler 
garantizado. Esto figura en la página 436 de la memoria. En el cuadro que continúa se habla de 
arrastre, y un dato bien interesante es que había 10975 viviendas en ejecución —algunas de las cuales 
hoy ya están terminadas-— y se habían otorgado 2025 préstamos para refacción, ampliación y reforma. 
En total, sumando a las intervenciones o acciones terminadas los datos de los avances, había casi 
13000 soluciones habitacionales en gestión el año pasado. Tenemos los datos correspondientes al mes 
de junio, que muestran también un estado de avance importante en cuanto a viviendas terminadas este 
año, pero sobre todo un dato significativo en cuanto a viviendas en ejecución. 


En síntesis, se debe tener en cuenta que el proceso de obra no es lineal. Se podría 
prorratear la distribución de las metas en 5 años, pero en realidad nunca es lineal, sino que —sobre 
todo, al inicio de un nuevo período presupuestal-, es un proceso en el que las intervenciones se 
concretan de forma gradual, a medida que avanzan y se terminan las obras. En este caso, con 
relación a obra nueva entre fines de 2015 y lo que va de este año, podemos decir que se empezó a 
llamar a licitación, correspondiente a la ejecución del plan quinquenal. 


Por último, me interesa señalar que los datos consultados con relación a la inversión en 
obras y consultorías, corresponden al plan de mejoramiento de barrios, anteriormente llamado PIAI. 
Hoy, por disposición del Presupuesto nacional, está integrado a la Dirección Nacional de Viviendas. Se 
trata de un programa específico que atiende a la precariedad habitacional. Su objetivo no es tanto 
intervenir en la provisión de soluciones habitacionales nuevas, sino en la mejora de los barrios, en la 
intervención en infraestructura, equipamiento urbano y todo lo que tiene que ver con las condiciones de 
habitabilidad del entorno. Ese programa está cofinanciado por el Fondo Nacional de Viviendas, como 


contraparte local, y por el Banco Interamericano de Desarrollo y tiene un financiamiento aproximado de 
unos USD 100:000.000 para el quinquenio. 


Lo que aquí figura como consultorías, tanto individuales como firmas consultoras, corresponde 
a la elaboración, no solo de las propuestas sino también de los proyectos ejecutivos y la dirección de 
las obras. Es correcto y conceptualmente adecuado integrar esto como parte de la inversión porque 
todo proyecto de inversión tiene una etapa de análisis, de preinversión y otra de ejecución y ambas 
componen el proyecto de inversión y, conceptualmente, constituyen inversión. En este caso, 
probablemente la proporción mayor de la incidencia de la consultoría con relación a la obra ejecutada, 
tiene que ver con esta cadencia que mencionaba; las obras se están licitando en estos meses, las 
intendencias departamentales son coejecutoras —son ellas las que llaman a licitación— y el programa 
financia y supervisa las obras. 


En términos generales, es lo que podemos aclarar, aunque podemos aportar todos los datos 
que consideren necesarios. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, quedo a la espera de la información. 


La costumbre de la Administración anterior era poner en cada programa las obras terminadas 
y las que estaban en ejecución, pero, en fin, como no tenemos eso hicimos el cálculo. Antes figuraba 
que el ministerio en el plan de viviendas se comprometía a hacer tantas viviendas por año, entonces, 
después se podía hacer el seguimiento en función de lo que se había terminado y de lo que estaba en 
ejecución. Si no se había terminado lo que se tenía pensado, se podía preguntar qué había pasado y, a 
veces, surgían problemas con las licitaciones, con las empresas constructoras, en fin, pero había un 
mayor detalle. Por tanto, si se tiene ese detalle, lo espero. 


En cuanto a las consultorías, lo vamos a entender en función del plan de mejoramiento de 
barrios. Es verdad, se trata de cuantificar en función de los hogares que afecta o que están incluidos en 
esa mejora y por eso se mide por hogares. Pero, bueno, gastaremos tanto en consultorías, en función 
de los préstamos internacionales. 


La última pregunta que quiero hacerle a la ministra refiere al gasto de inversiones, y aquí 
tenemos los cuadros que nos manda el Poder Ejecutivo. En el programa Rehabilitación y 
Consolidación Urbano Habitacional aparece una asignación presupuestal de $ 4.600:000.000, un 
obligado de $ 4.293:000.000 y una economía de $ 332:000.000 —esta información surge de las planillas 
que nos da la contaduría—, lo que da unos USD 11:000.000 no ejecutados. Esto figura en la página 
347. Reitero, son USD 11:000.000. Nos gustaría saber qué fue lo que pasó porque se trata de mucho 
dinero. Deseamos consultarle a la señora Ministra —que está al frente de una Cartera que queremos 
esencialmente que ejecute—, qué fue lo que sucedió que no se ejecutaron $ 332:000.000, que 
equivalen a $ 11:000.000. 


SEÑORA MINISTRA.- Voy a ceder el uso de la palabra al señor Schelotto porque realmente no tengo 
en mi poder el documento al que hace referencia el señor senador y desconozco cuál es la cuenta que 
hace. 


De todas formas, adelanto que vamos a hacer llegar la información con los números 
especificados como corresponde. 


SEÑOR SCHELOTTO.- Los datos que maneja el señor senador son exactos. De los fondos de 
inversión que dispuso la Dinavi en el año 2015, que corresponden al Fondo Nacional de Viviendas, 
quedó un remanente sin ejecutar de $ 365:000.000. Esta cifra hay que contextualizarla. Si bien en 
términos absolutos puede ser significativa —y lo es, no lo vamos a desmentir— en términos relativos es, 
proporcionalmente, poco significativa ya que la ejecución global de Dinavi de todo el Fondo fue 
superior al 93%. En todos los años previos al período de gobierno anterior la ejecución llegó casi al 
99%. Hubo una pequeña y moderada baja en el 2015, que obedeció a circunstancias puntuales, 
particularmente, a dos problemas que focalizaron esa no ejecución. Uno de ellos tuvo que ver con 
algunas acciones realizadas por terceros con fondos traspasados por el propio ministerio y con 
desembolsos que no se hicieron por el no avance de algunos convenios con intendencias 


departamentales; y, en otros casos, con una compra de predio que se pospuso y se ejecutó en los 
primeros meses de 2016. Estos datos los podemos pasar, pero esa cifra es exacta y afecta a menos 
del seis y poco por ciento del monto global de fondos de inversión del Fondo Nacional de Viviendas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Deseo formular una consulta genérica. 


De acuerdo a los artículos 507 y 508 de la Ley n.” 19355, se le pasaron al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente competencias que eran del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Me gustaría saber qué se ha hecho respecto a esas competencias 
atinentes a la fauna silvestre. Obviamente, se deben de haber pasado también los recursos. Deseo 
conocer dónde se ubicó y, desde el punto de vista del organismo y de la organización, qué es lo que se 
hizo. 


Sé que ocuparse de los pajaritos, de los zorros y de los animales puede parecer un tema 
menor, pero creo que es también parte del medio ambiente y alguien tiene que ocuparse. 


SEÑORA MINISTRA.- Así es, señor senador. Fauna y Parques pasaron del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Recibimos a los 
funcionarios y toda la infraestructura y estamos desarrollando una muy buena política. En un principio 
los funcionarios podían no estar contentos con el cambio, pero se les ha dado bastante apoyo. Quiero 
comentar que tuvieron una muy buena actuación durante la semana de turismo, donde se hace el 
control de caza y pesca ilegal, además de las inspecciones que realizan durante todo el año. Eso en 
cuanto a la parte de fauna. 


Me gustaría cederle el uso de la palabra al ingeniero Nario, director de la Dinama, para que 
informe un poco más respecto de este tema. 


SEÑOR NARIO.- Con relación a la consulta del señor senador, en términos estructurales, la división 
Fauna del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca se incorporó a la gerencia de Ecosistemas, que 
es una de las gerencias importantes que tiene la Dinama. Diría que el 2015 fue un año de adecuación 
administrativa en cuanto a los permisos de caza, autorización de exportación de pieles, etcétera. Había 
una serie de cuestiones administrativas que hubo que agregar lo que, obviamente, implicó trámites 
nuevos y la incorporación del personal administrativo de la división Fauna a la lógica de nuestro 
ministerio. Otra cosa que se hizo fue contar con oficinas en todo el interior para recibir las solicitudes 
de permiso de caza e incorporar este sector a la página web. Por eso digo que el primer año fue 
dedicado al pasaje —como bien decía la ministra—, con lógicas institucionales que no siempre son las 
mismas, y ya este año se empezó a trabajar más en los temas de fondo que preocupan tanto al 
senador, como a nosotros. 


La fauna es parte de un ecosistema y cumple un rol importante en él, por lo que no lo vemos 
como algo ajeno. Creo que lo bueno del pasaje fue que se pudo incorporar a lo que son las estrategias 
de conservación de biodiversidad que tiene el ministerio, que era una pata que no se podía accionar. 
Resultó bastante sencillo interactuarlo con las políticas de conservación más general —con una visión 
ecosistémica—, más que lo relativo específicamente a la fauna. En este sentido, hubo un trabajo muy 
importante con el Ministerio del Interior, otro actor relevante en lo que hace a fauna, sobre todo en 
momentos claves, como la semana de turismo. También se está trabajando desde el punto de vista 
jurídico en situaciones nuevas, como las empresas dedicadas a la promoción de turismo de caza, para 
que haya una adecuación y se haga en determinadas condiciones. Esto en lo que hace al control de la 
caza, pero también estamos trabajando en lo que hace a la conservación, el rol de los zoológicos, 
etcétera. 


En cuanto a la otra parte que se trasladó, que es la de parques nacionales, estamos 
trabajando con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en el traspaso de los padrones y los 
parques nacionales que manejaba esa cartera, como el del Cabo Polonio y de otras zonas. Hay una 
comisión que está trabajando en todos los aspectos legales del traspaso de padrones y está 
avanzando en el tema. 


SEÑOR BORDABERRY. Me alegra escuchar esto. Obviamente, es importante todo lo que hace a las 
previsiones, controles, permisos de caza y todo eso que se venía haciendo, pero creo que en algún 
momento el país deberá encarar una política de fondo sobre el tema y tomar ciertas decisiones. En ese 
sentido, me parece que cualquier política de fondo sobre estas cosas debe empezar por algo básico, 
que es contar con información suficiente sobre especies amenazadas y no amenazadas, cantidades, 
etcétera. Me parece que todavía estamos en la etapa previa de recopilación de cuántos individuos hay, 
cuántas familias y cuáles están o no amenazadas. En realidad, hace muchísimos años que Uruguay 
adoptó una medida que creo que es muy buena, que es la de decir que está todo prohibido, menos lo 
que está permitido. Este fue un avance enorme, porque si uno establece solamente lo que está 
prohibido siempre se olvida de algo y salen a buscar lo que no está prohibido. Ese principio de 
inversión creo que fue muy importante, pero me parece que hay que ir más allá, como lo está haciendo 
el resto del mundo, y en ese sentido me parece esencial saber qué cantidad de individuos y 
poblaciones hay, cómo migran y cuánto tiempo están acá. Por lo tanto, voy a entregar a la 
ministra algunos artículos para ver si puedo colaborar con ustedes en eso y empezamos a recopilar la 
información. Cuando lo planteamos en la comisión respectiva, hace muchos meses, el señor senador 
Agazzi dijo que era una norma para la Rendición de Cuentas. Entonces, como uno tiene memoria, 
estando en la Rendición de Cuentas, los estamos presentando. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Ante todo, es un gusto estar dialogando con las autoridades y el equipo del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


La señora ministra informó de algunos avances en cuanto a la aprobación de planes de 
ordenamiento territorial a nivel departamental. Este es un proyecto en el que el país viene apostando 
desde hace mucho tiempo y en el que el ministerio ha trabajado en coordinación con los Gobiernos 
departamentales. 


Pediría que, de ser posible, se nos diera información sobre el estado de situación en los 
departamentos que aún no han aprobado esos ordenamientos territoriales departamentales. 
Indudablemente, si algo buscó la ley de ordenamiento territorial, fue descentralizar la definición de qué 
hacer con el territorio, es decir que dio potestades para definirlo desde lo local. 


Es muy importante que el país avance hacia un ordenamiento en su conjunto para 
definiciones respecto al territorio que cada vez son más necesarias. Me consta, además, que todos 
estos programas se ejecutan con equipos técnicos de las propias intendencias, pero también con el 
auxilio y la orientación que el ministerio brinda a través de los técnicos de la Dinot. 


Me gustaría tener alguna información para ver de qué forma podemos ayudar a avanzar más 
fuertemente en la definición del ordenamiento territorial en el conjunto de los departamentos. 


SEÑORA MINISTRA.- En mi intervención planteé la importancia de la actuación del ministerio en el 
territorio. Consideramos imprescindible nuestra presencia en el interior, en cada departamento, con las 
autoridades departamentales e, inclusive, con los municipios. Esa descentralización hace que nuestra 
actuación sea mucho más eficiente. 


Con respecto al ordenamiento territorial, como ya expliqué, firmamos convenios con las 19 
intendencias, lo que implica aporte técnico y financiero para ellas, que a veces no cuentan con la 
capacidad necesaria para desarrollar las directrices territoriales que deben realizar. 


Me gustaría cederle la palabra al director de Ordenamiento Territorial para que pueda 
contarnos un poco más respecto a lo que solicita el señor senador. 


SEÑOR FREITAS.- Coincidimos en esta afirmación: en el país existe un antes y un después de la 
aprobación de la ley de ordenamiento territorial por parte de este Parlamento en el 2008 en cuanto a la 
manera de gestionar las políticas y la mirada hacia el territorio. 


La tarea del ministerio y, en especial, de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, es 
promocionar y ampliar las capacidades para el desarrollo de esta actividad. Como decía el señor 
senador, esta actividad en particular tiene su eje en lo que producen los Gobiernos departamentales. 


La ley atribuye gran parte de las competencias de la gestión y el ordenamiento territorial a los 
Gobiernos departamentales. Entonces, la ley propone un sistema de instrumentos de ordenamiento 
territorial de escala nacional y de escala departamental. Y en los datos de ejecución presupuestal de 
Dinot se ve claramente la importancia que tiene esta cooperación con los Gobiernos departamentales 
para promocionar esta actividad. Hablamos de cooperación financiera y también técnica. Y esa labor 
permanente que realiza la Dinot de apoyo y fortalecimiento a los Gobiernos departamentales para 
desarrollar la tarea nos lleva gran parte del trabajo. Los números muestran una evolución constante y 
permanente, tanto cuantitativa como cualitativamente. 


Uruguay tiene 55 instrumentos de ordenamiento territorial aprobados, de los cuales me 
gustaría destacar, en particular, dos de ellos que se relacionan con los Gobiernos Departamentales. 
Había 13 directrices departamentales y la semana pasada Tacuarembó aprobó sus directrices 
departamentales de ordenamiento territorial, o sea que hay 14 departamentos que tienen estas 
directrices. Ello quiere decir que han reflexionado sobre su territorio y definido las orientaciones 
estratégicas del mismo. Es muy importante pensar el desarrollo de la actividad en el territorio. Hay 26 
planes urbanos aprobados. 


Entonces, hablamos de una masa crítica y de una evolución que en estos últimos años se ha 
incrementado mucho. En particular, en 2015 —como lo dice el informe de la Rendición de Cuentas—, se 
aprobaron siete planes urbanos. Por lo tanto, coincidimos en la afirmación y la valoración y esos son 
los números globales de lo que viene siendo esta actividad. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Dentro de los 26 planes urbanos aprobados quisiera saber si están los 
principales centros urbanos del interior —es decir, todas las capitales departamentales de las principales 
ciudades del interior—, cuáles son los cinco departamentos que no han aprobado las directrices 
departamentales y qué plazo tienen. A veces las directrices no han sido elevadas por el ejecutivo 
departamental o están siendo consideradas en los organismos legislativos pertinentes como las juntas 
departamentales que es donde se demoran. 


SEÑOR FREITAS.- Respecto a esta segunda pregunta, no recuerdo cuáles eran los cinco 
departamentos —recuerdo alguno, pero temo ser injusto- pero de todas maneras todos los 
departamentos están en proceso de elaboración de las directrices. Por ejemplo, Tacuarembó tenía un 
avance muy importante en las directrices que coincide con el cambio del ciclo o período de gobierno 
que hace que se enlentezcan los procesos de discusión y aprobación en las juntas departamentales, 
pero que recientemente fueron aprobados. Lo mismo pasa con los otros departamentos que aún tienen 
que aprobar las directrices departamentales. 


Claramente los planes urbanos están en casi todas las ciudades capitales departamentales y 
en varias ciudades intermedias, en un proceso muy interesante de desarrollo y crecimiento que están 
teniendo en el rol de la economía del país. 


Se ha realizado un trabajo muy interesante valorando lo que ha sido la evolución de la 
población intercensal en este último período que lo que demuestra que las ciudades intermedias y 
capitales departamentales han crecido más en porcentaje que el área metropolitana que históricamente 
concentraba el mayor crecimiento de población del país. Esto tiene que ver con la idea de fortalecer la 
planificación departamental en sus centros medianos y capitales departamentales. 


Además, la ley atribuye una responsabilidad al ministerio de mantener un inventario nacional 
de los instrumentos de ordenamiento territorial que están aprobados y vigentes. Esto es muy 
importante porque son las reglas de juego. Este inventario nacional es una herramienta que está 
disponible en la web del ministerio que tiene un proceso de comunicación, aceptación y puesta en 
conocimiento de la página web donde se le realiza una actualización permanente y se puede encontrar 
el estado actual, y su evolución en cuanto a la aprobación de instrumentos de ordenamiento tanto a 
escala departamental, nacional y regional. 


SEÑORA MINISTRA.- Podemos elaborar un pequeño informe y enviar a los señores senadores datos 
más precisos con respecto a ciudades y departamentos y el estado en que están cada uno de ellos. 


SEÑOR CAMY.- Ante todo quiero saludar la presencia de la señora ministra y de las distintas 
jerarquías que componen esta delegación, representativa, seguramente, de una de las carteras más 
abarcativas que tiene el gabinete ministerial en cuanto a temas importantes: la vivienda, el 
ordenamiento territorial y el medio ambiente. 


De manera muy particular, queremos referirnos a tres temas. En principio no tenemos 
objeciones con respecto a los artículos, pero nos gustaría aprovechar la oportunidad para plantear tres 
inquietudes concretas. 


Una de ellas tiene que ver con el tema de la cuenca del río Santa Lucía. Quisiéramos conocer 
en qué está el plan de acción que sabemos que el pasado año ocupó la prioridad de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. Nos gustaría saber cuáles son los avances que se han tenido en este 
tema. Hemos intentado seguir de cerca esta situación, entre otras cosas porque vivimos en un 
departamento que integra la cuenca del río Santa Lucía y eso ha generado un fortísimo compromiso, 
incluso en el tercer nivel de gobierno. Las alcaldías de los departamentos que comprenden esta vasta 
cuenca se han organizado y se ha logrado un seguimiento de la población con mucha preocupación. 
Asimismo, este tema está íntimamente vinculado al desarrollo de la lechería, que también es central 
para las economías de los departamentos de la cuenca del río Santa Lucía. Sabemos que se han 
definido y se han identificado los padrones incluidos en la zona de amortiguación libre de laboreo. 
También sabemos que se ha comunicado y se ha intentado hacer el seguimiento correspondiente a los 
infractores. Pero quería preguntar, concretamente, si entre las industrias que se habían detectado 
dentro de la zona de la cuenca y que eran responsables de más del 90 % de las consecuencias que se 
han generado a partir de los vertidos en la cuenca del río Santa Lucía, hay alguna que todavía no se 
haya actualizado en función de los requerimientos que se hicieron. Según el último informe, a 
diciembre quedaban siete u ocho y algunas habían iniciado ya la etapa correspondiente. Me gustaría 
saber si todas esas industrias, que creo que eran 23 o 25, están ya trabajando en función de las 
determinaciones que se hicieron para el sector industrial de la cuenca. 


Otro tema que quería plantear es que la prioridad que, en una opinión muy personal, 
exigiríamos o esperaríamos de esta cartera del Gobierno —en la que nunca se va a poder, 
lamentablemente, hacer todo lo que uno quisiera—, es el saneamiento. Sobre este aspecto nos gustaría 
que se nos responda con la mayor claridad posible. No pretendo decir que no se sea claro, pero 
evidentemente esta es una obra muy costosa, requerida en todo el país. Y lo planteo especialmente 
por lo que tiene como consecuencia para las cooperativas de vivienda. Hoy el mapa es muy complejo 
para poder concretar las cooperativas de vivienda. El problema empieza en el hecho de que no 
todos los departamentos tienen carteras de tierras y después, creo que para bien —son avances que 
nadie discute—, se ha hecho más compleja la articulación y la coordinación que se demanda de los 
gobiernos departamentales, básicamente de las intendencias; de la OSE, y de las correspondientes 
dependencias del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Y a veces esto 
hace que se estén generando expectativas incumplidas en la población, lo que creo que no es bueno 
para nadie. 


Quisiera saber, realmente, cuál es el plan de saneamiento para este quinquenio y, si fuera 
posible —-sería muy bueno que se esté pensando así— a más de un quinquenio, es decir, no atarlo a los 
períodos de gobierno. Me gustaría saber, entonces, cuál es la perspectiva técnica posible de 
financiamiento real del Uruguay en el tema del saneamiento, si eso está definido. 


A su vez, concretamente —porque acabo de verlo estudiando el tema del proyecto 
presupuestal-, el proyecto presupuestal 777 —Planificación de las Aguas Urbanas-—, que está ingresado 
en el Sistema Nacional de Inversión Pública, tiene una observación hecha el 12 de mayo de 2016. En 
él se establece: «En 2015 se finalizaron y presentaron los planes piloto de las aguas urbanas en las 
ciudades de Young y Salto, conjuntamente con OSE y las intendencias de Salto y Río Negro, con el 
apoyo del Banco Mundial, que definen líneas estratégicas y proyectos para la gestión del agua potable, 
saneamiento, aguas pluviales e inundaciones urbanas de estas ciudades. En Ciudad del Plata, donde 
se presenta uno de los casos más complejos del país para el manejo de las aguas, se realiza, junto 
con la OSE, la Intendencia de San José los estudios técnicos necesarios para un Plan integral de 
aguas urbanas, Plan Director y Anteproyecto de saneamiento, drenaje, vialidad y espacios públicos 
asociados de esa ciudad. Actualmente se encuentran en proceso de licitación internacional, con apoyo 
del BID». 


Asimismo, también se establece: «La elaboración de Mapas de Riesgo de Inundación de las 
ciudades es una de las herramientas que se han desarrollado por la Dinagua para la prevención de los 
daños y la gestión de los riesgos de inundación». 


Me gustaría saber si esta observación que figura en el proyecto 777 —ingresado en el 
SNIP y que establece «Actualmente se encuentran en proceso de licitación internacional»— refiere a la 
consultora que se requiere. Planteo esto porque, según lo que allí se establece, interpreto que está en 
proceso la licitación internacional para realizar el saneamiento. Lo que yo tenía entendido era que lo 
que se había logrado era un fondo no reintegrable del Banco Interamericano de Desarrollo para 
solventar los estudios previos que posibiliten —ojalá sea así— tener saneamiento. 


Quisiera, entonces, tener esa certeza y saber si la señora ministra —en función de lo técnico y 
de las posibilidades— se anima a darme una aproximación de cuándo cree que puede licitarse y si la 
licitación para el saneamiento de Ciudad del Plata puede concretarse en este período. 


El tercer tema puntual que deseo plantear tiene que ver con Mevir. Aquí también quiero hacer 
un reconocimiento particular a su presidenta, ya que siempre hemos recibido dos cosas por parte de 
ella y de la institución que representa. Me refiero a la disposición para atender siempre los 
requerimientos de quienes Mevir nos importa mucho y es por eso que estamos preguntando o 
elevando inquietudes, y también tratamos de acompañar las inauguraciones y las gestiones en todo el 
país. A su vez, quiero resaltar la frontalidad con la que siempre están dispuestos a dar respuesta a la 
gente que tiene mucha expectativa, y lo mejor es no mentirle. 


Quisiera comentarles que ayer me llegó un WhatsApp de una vecina de Mevir de mi 
departamento. Ella me plantea una pregunta, ya que está preocupada porque recibió un mensaje de 
texto de Mevir comunicándole que a partir de diciembre de este año deja de tener vigencia el beneficio 
de buen pagador. 


Me gustaría saber cuál es el beneficio específico que tiene Mevir por ser buen pagador. 
También quisiera saber si es cierto que se ha dispuesto que a partir de diciembre de este año no 
existirá más esa posibilidad y, de ser así, le pregunto si no contradice el espíritu de no caer en 
morosidad. Yo interpreto que tener un reconocimiento por ser buen pagador —en definitiva, por cumplir 
con lo que hay que hacer-, por esforzarse por estar el día, al sacarlo no puede generarnos lo que me 
consta que Mevir quiere evitar: que no haya orden, que no se pague y que haya morosidad. De hecho, 
estaba mirando los resultados del ejercicio de la rendición de cuentas 2010 — 2014 y dice que se ha 
trabajado intensamente en la tarea de disminuir la morosidad, procurando generar una cultura 
responsable, acordándose 3.238 planes de pagos de morosos mayores de seis meses. Me consta que 
la presidenta ha actuado bien, pero que hay casos que terminan siendo injustos con los que están 
esperando. Tengo la impresión de que si se interrumpe ese proceso —no sé si se evaluó esa 
posibilidad—, de alguna manera se está quitando un incentivo que el vecino tiene para esforzarse para 
generar una cultura responsable y mantenerse al día con sus pagos. 


SEÑORA MINISTRA.- Con respecto a la primera pregunta del señor senador sobre la Cuenca del 
Santa Lucía, quería comentar que yo informé que hay 23 industrias en la zona de protección de ese 
río. Las industrias son responsables del 90% del vertido industrial, quiere decir que no estamos 
considerando ninguna agroindustria, tambo o establecimiento de producción agrícola o ganadera. De 
estas 23 empresas, 18 habían terminado la adecuación de sus vertidos para el mes de junio y las 5 
restantes están en ese proceso. Inclusive, mencioné que en la Dinama se está complementando esto a 
través de la capacitación de profesionales y técnicos de esas industrias, para que tomen conciencia del 
problema. Así como hubo que hacer un trabajo con los dueños de las industrias, se implementó ese 
plan de capacitación en remoción de nutrientes para acompañar técnicamente el proceso que están 
llevando a cabo las industrias. 


Con respecto a la segunda pregunta, obviamente, estamos de acuerdo con que el tema del 
saneamiento es un requerimiento importante de la población. A veces, las personas consideran que 
con el saneamiento se resuelve una serie de problemas y luego vemos que en algunos lugares del 
país, cuando este se concreta, los vecinos no se conectan y mantienen sus sistemas de pozos negros. 
Pero todos sabemos que se trata de algo muy importante para la salud y que la inversión en 
saneamiento es muy alta, pero como todo queda enterrado nadie es consciente del valor que tiene. 


Con relación a la planificación del saneamiento, debemos decir que se trata de un tema que 
se maneja a nivel del organismo rector en todo el interior, con la excepción de Montevideo, donde la 
responsabilidad le corresponde a la intendencia. 


Nuestra preocupación en el ministerio es colaborar con OSE en las decisiones que adopte. 
Hemos comenzado con los temas de cantidad y calidad de agua potable y también estamos haciendo 
ciertos trabajos de coordinación que luego explicará el Director Nacional de Agua con respecto al 
saneamiento. El problema de las cooperativas y de todos aquellos lugares donde se quieren instalar, 
es que los terrenos más baratos son los que no cuentan con infraestructura y eso es lo más grave que 
debemos enfrentar. Nosotros no aceptamos que se instalen cooperativas, que son de 40 familias o 
más, en lugares que no tengan infraestructura, especialmente, que no cuenten con saneamiento, 
porque luego surgen problemas medioambientales y de salubridad graves. En definitiva, sabemos que 
hay expectativas y tanto nuestro ministerio como OSE estamos haciendo muchos esfuerzos, a fin de 
llegar a las ciudades que no tienen saneamiento, para darles una solución. 


Por otro lado, estamos buscando sistemas alternativos para que, por ejemplo, con relación a 
temas como Mevir y demás —en los que también se hacen grandes inversiones— se pueda tratar de 
resolver el tratamiento de las aguas servidas, que constituye un problema. 


Con respecto al proyecto de planificación de obras de aguas urbanas, solicitaría que se le 
diera el uso de la palabra al ingeniero Greif, director nacional de aguas, y después a la presidenta de 
Mevir, quien va a contestar lo que planteó el senador. 


SEÑOR CAMY.- Quería aclararle a la señora ministra que en dos oportunidades me retiré de sala. 
Seguramente, al no haber estado no escuché parte de lo que ella había dicho. Aclaro esto para que no 
vaya a creer que no prestamos atención. 


SEÑOR GREIF.- Complementando lo que planteaba la señora ministra respecto a los planes de aguas 
urbanas, quiero señalar que uno de los trabajos que se está realizando es, justamente, la planificación 
integral de las aguas urbanas. En ese sentido, se llevaron adelante dos proyectos piloto: uno en Salto, 
que es una ciudad de gran porte para la escala del país, y otro en Young, como ciudad intermedia, con 
sus características, como para tener dos ejemplos de trabajo de gestión integral de las cuencas 
urbanas. Cuando decimos «gestión integral de las cuencas urbanas» estamos refiriéndonos a la 
necesidad de visualizar y planificar las aguas de la ciudad, no solo las soluciones del saneamiento, 
sino también cómo están vinculadas a las soluciones de agua potable y de drenaje urbano en cada 
localidad, con todas las características e interferencias que tienen todas las aguas a nivel urbano. Eso 
es un trabajo que se hizo con el apoyo del Banco Mundial y que está dando ejemplos para el país, y 
también a nivel internacional. De aquí a pocas semanas vamos a estar presentando el resultado 
publicado del trabajo en Young, que nos va a servir como ejemplo para varias localidades. Asimismo, 
en ese sentido de gestión integral de aguas urbanas, el otro caso emblemático que tiene el país y 
desafío importante es el de Ciudad del Plata. Al respecto, estamos trabajando con financiamiento del 
BID. Como decía el señor senador, hubo un proyecto, un estudio que se licitó. Ya se firmó el inicio de 
ese contrato de consultoría para la planificación y ordenamiento integral de las aguas, pensando en 
todas las posibilidades y las alternativas de saneamiento, de drenaje pluvial y, también, de agua 
potable como insumo fundamental, para luego licitar las obras. Es un estudio que abarca toda el área 
de Ciudad del Plata y que requiere ese análisis global en una zona que tiene sus particularidades y 
vulnerabilidades. Ya se firmó y la consultora inició los trabajos de estudios correspondientes. 


También les quiero decir que en el marco del plan nacional de aguas que se elaboró por 
parte del ministerio como una propuesta, una de las líneas de actuación claves del plan tiene que ver 
con los planes de saneamiento a nivel de todo el país. Esto se hace complementando y coordinando 
las actividades con los planes que OSE tiene para el período y, además, con soluciones que abarquen 
y cubran los distintos sistemas individuales con los cuales se resuelve el saneamiento en el país. Este 
último es uno de los planes que tenemos previsto y en los cuales ya estamos trabajando, junto con 
Mevir y con OSE, para ordenar las acciones necesarias con relación al tema del saneamiento. Como 
decía la señora ministra, ello implica inversiones importantes que, en la mayoría de los casos, cuando 
tenemos las inversiones en redes, aparecen como costos hundidos —no se ven-— pero, sin duda, son 
una de las claves para garantizar la calidad de vida de los habitantes, sobre todo en el interior del país. 


Muchas gracias. 
SEÑORA BIANCO.- Buenas tardes a todos. 


Agradezco las palabras pronunciadas por el señor senador Camy sobre nuestra institución y 
la dirección política que hoy tiene Mevir. 


Aprovecho la ocasión para comunicar que hoy al mediodía inauguramos 39 nuevas viviendas 
en ciudad Rodríguez —en los pagos del señor senador—, que completan casi 90 con otro plan que fue 
inaugurado hace apenas un mes en esa misma localidad. 


Antes de responder a la pregunta sobre lo que se ha dado en llamar el beneficio de buen 
pagador, me gustaría retrotraerme al momento en que Mevir impuso ese beneficio, a qué tipo de 
participantes y cuáles fueron las razones que lo llevaron a ello. 


En 2002, a raíz de la crisis que vivió especialmente el sector agropecuario —un sector que 
Mevir atiende, por su influencia en la población— se generaron atrasos importantes en el repago de las 
cuotas de los participantes de Mevir, sobre todo de aquellos vinculados a programas de unidades 
productivas y viviendas dispersas. 


Hasta el momento, Mevir tenía dos grandes líneas de acción: por un lado, los planes 
nucleados —se trata de los barrios en las pequeñas localidades que solemos ver cuando vamos por el 
interior del país— y, por otro, el trabajo en las viviendas dispersas, aquellas que están en el medio rural 
propiamente dicho, sean de productores familiares, de asalariados o prestadores de servicios que 
viven en el medio rural. 


Este beneficio se aplicó en 2002 y la dirección decidió hacer un plan de refinanciación de 
deudas importante, sobre todo para quienes estaban insertos en programas de viviendas dispersas y 
unidades productivas, que eran quienes sentían con mayor rigor el peso de la crisis del sector. Reitero 
que todos ellos eran pequeños productores, productores familiares o asalariados. En función de ello, se 
tomaron una serie de medidas para recuperar la alta morosidad registrada en ese momento y, como 
contraparte para quienes habían pagado o hecho el esfuerzo de pagar y tenían pensado seguir 
haciéndolo, aun en situaciones adversas, se implementó lo que se dio en llamar el beneficio del buen 
pagador. Lo primero que quiero aclarar es que fue una medida transitoria que excedió, tanto el límite de 
tiempo para el que fue pensada como las condiciones. Digo esto, porque las condiciones del sector 
cambiaron radicalmente para mejor y la capacidad de repago de esos participantes también mejoró. 
Como dije, la medida abarcaba solamente a ese tipo de participantes que, para que los señores 
senadores tengan una idea, comprendió a 25.000 participantes, que hoy se encuentran repagando su 
vivienda. El número de las unidades productivas y viviendas dispersas se ubica en el entorno de las 
3.500, o sea una parte significativamente menor de lo que es el grupo de participantes de Mevir. Ello 
consistía en que cada tres años que los participantes pagaban rigurosamente sus cuotas, sin ningún 
atraso, se les otorgaba un año de gracia. O sea que cada tres años, tenían un año de gracia y cada 
cuatro se pagaba uno, lo que implicaba el 25 % del valor que pagaban por la vivienda. Quiero aclarar 
que, de por sí, las familias reciben un subsidio; diría que se trata de un subsidio importante que paga el 
conjunto de la sociedad y que está en el orden del 60 % del valor la vivienda. O sea que se agregaba 
un 25 % más al subsidio que la familia ya tenía. Entendemos entonces que las condiciones han 
cambiado. 


Aclaro que el derecho a los años que se ganó hasta ahora obviamente se mantiene. Esto 
traslada al final esa gracia. Por ejemplo, en el caso ideal de un participante que pagó el crédito 
puntualmente, toda su vida, en lugar de pagar la vivienda en 20 años, la pagaría en 15 y al final del 
período, como ya mencioné. 


Esto no implica que hoy haya una mayor recaudación por parte de Mevir ni que nadie tenga 
que dejar de pagar lo que ha pagado hasta ahora. 


Se entiende que las condiciones cambiaron. El beneficio abarcaba a un sector minoritario de 
los participantes de Mevir, que en realidad son los que mejor han recuperado la capacidad de pago en 


todos estos años, a pesar de que pueda existir una coyuntura puntual. Eso no quita que si un 
participante, por alguna situación en particular, no puede cumplir con la cuota asignada —como es 
natural y siempre lo ha hecho Mevir—, pueda presentarse en el ministerio para que este haga una 
revisión de ese subsidio y fije una nueva cuota para esa familia. 


No sé si es suficiente la explicación. De no ser así, estamos a las órdenes para cualquier 
aclaración. 


SEÑOR CAMY.- Han sido muy claras las explicaciones dadas. 


No estaba en conocimiento de lo mencionado. Incluso pensé que era una afectación al monto 
de la cuota que mensualmente se paga. Repito que no estaba en conocimiento de la situación. 


Olvidé decir que hoy no pudimos acompañar porque estaba el segundo plan de viviendas de 
la ciudad Rodríguez. Espero que la señora presidenta de Mevir no se olvide de que hay un tercero y no 
se escape muy rápido porque está el terreno, si es que lo tiene presente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el articulado. 
Tiene la palabra el doctor Homero Guerrero. 
SEÑOR GUERRERO.- Para esta rendición de cuentas propusimos cuatro artículos. 


A través del artículo 94 —votado en la Cámara de Representantes-— el ministerio hace una 
solicitud al juzgado actuante. 


En los planes de vivienda del ministerio hay una cantidad de terrenos o inmuebles 
abandonados y se realiza la expropiación. De acuerdo con la constitución, en el proceso expropiatorio, 
en muchos casos se debe realizar la llamada «justa y previa compensación». Es decir, el ministerio 
pone un dinero en el juzgado a los efectos de la expropiación. Muchas veces —incluso después de que 
la vivienda se otorga— puede aparecer un heredero o una persona que tenga cierto derecho o vínculo 
con el inmueble. Por lo tanto, hasta que no se termina todo el proceso, el ministerio deposita el dinero 
en el Banco de la República a la orden del juzgado y después lo recupera. Entonces, en este artículo 
solicitamos al juzgado que, luego de pasados cinco años, libere el depósito para que el ministerio lo 
pueda cobrar. 


SEÑOR AMORÍN.- No conozco los detalles de la legislación, pero tengo la impresión de que el 
ministerio lo puede pedir. 


Este artículo dice que el ministerio lo debe pedir, expresa «debe solicitar al juzgado», que 
obviamente podrá hacer lo que quiera. No cambia nada con la situación actual. Hoy también lo puede 
pedir el ministerio. No entiendo para qué se precisa ley para que el ministerio lo pida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el texto comparativo se puede observar que, en realidad, el remitido por el 
Poder Ejecutivo decía que solicitará ante el juzgado actuante, quien lo autorizará, concepto que fue 
eliminado en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR GUERRERO.- Efectivamente, así es. El texto fue modificado en la otra cámara porque se 
entiende que un legislador no puede establecer plazos a un juez, que no se puede decir «debe 
autorizarlo». De todos modos, trataremos de que quede tal como se remitió desde el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR AMORÍN.- Estamos de acuerdo, porque con esta redacción el artículo es innecesario. Me 
parece que, en realidad, lo que se busca es que el juzgado autorice. 


Quisiera plantear algunas dudas. Seguramente, de aprobarse esta disposición se modifica la 
ley de expropiaciones. Dicho de otro modo, si hasta ahora el juzgado no lo autorizaba y ahora se 
establece que lo debe hacer, es probable que se modifique alguna normativa. Pero, en el caso de que 
no se modifique ninguna ley, tampoco es necesario. Si se puede pedir y el juzgado lo tiene que 
autorizar, que lo haga. 


SEÑOR GUERRERO.- Tiene razón el señor senador, pero la ley de expropiaciones no habla nada de 
este punto, sino que se trata de una práctica según la cual el ministerio se puede presentar y el juez lo 
autoriza o no. Es cierto, como parte, el ministerio se puede presentar en cualquier momento, pero con 
este artículo no se modifica ninguna norma de expropiación. 


La intención no es modificar el proceso expropiatorio, sino que, en dicho proceso, luego de 
cinco años, el juez tuviera la obligación de permitir el retiro al ministerio. 


SEÑOR AMORÍN.- Veamos lo siguiente: si hasta ahora el juez podía autorizarlo y con esta norma se lo 
obliga, es claro que se modifica la ley de expropiaciones. 


SEÑOR GUERRERO. Si se vota tal como está, efectivamente hay una modificación. 


SEÑOR AMORÍN.- Imagino que esta disposición tiene cierta importancia, debe haber algunos procesos 
iniciados y dinero depositado que al ministerio le importa rescatar. 


Me gustaría saber cuántos procesos son y cuál es la cantidad. 


SEÑOR GUERRERO.- No lo puedo informar en este momento, pero le haremos llegar la información 
enseguida. 


Supongo que el señor senador entiende que la intención es recuperar ese dinero, sin 
perjuicio de los derechos de los involucrados, que también pueden hacer sus reclamos. 


SEÑOR AMORÍN.- La intención queda absolutamente clara. No lo comprendí al principio, pero ahora sí 
entiendo cuál es la intención. 


Me gustaría saber, no para que me lo digan hoy, sino para que me lo envíen posteriormente, 
de cuánto dinero se trata. Además, dado que esta norma significa un cambio, si no económico por lo 
menos financiero, me interesa conocer qué se piensa hacer con ese dinero, que es un dinero nuevo. 


No tienen por qué responder hoy, pero me gustaría recibir esa información antes de que se 
vote la rendición de cuentas. 


SEÑOR GUERRERO.- Antes de que pase a explicarlo la señora ministra, adelanto que ese dinero no 
es nuevo, sino que es del Fondo de Vivienda. En concreto, la idea es que ese dinero no esté muerto 
en un banco, por decirlo de alguna manera. 


Por supuesto, le haremos llegar la información en tiempo y forma al señor senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Con la expresión «nuevo», me refiero a que no lo tenían disponible. Ahora pasará a 
estar disponible, por eso, quiero saber en qué se va a usar. 


SEÑOR GUERRERO.- Seguramente en viviendas. 


SEÑORA MINISTRA.- En cuanto a las expropiaciones, cabe aclarar que, a pesar de que esté 
dispuesta una retención por parte de un juzgado, igualmente el terreno es usado y se construye. Esto 
es lo que pasa en la realidad. Por tanto, es dinero del Fondo de Vivienda que vuelve al fondo y se 


reinvierte en ese o en otro lugar. El tema es que los plazos del Poder Judicial son bastante largos. Le 
daremos una respuesta con la cantidad exacta. 


SEÑOR AMORÍN.- En realidad, el dinero no es del Fondo de Vivienda, sino del propietario del 
inmueble que se está expropiando. Conceptualmente ese dinero es para pagar por la expropiación. Lo 
que ocurre es que, a veces, ese propietario no aparece y, entonces, el ministerio hace lo que está 
pidiendo. 


SEÑORA MINISTRA.- Esta sería una retención. En caso de que haya algún reclamo al propietario se 
le paga indudablemente. Si hay algún reclamo por algún derecho sucesorio o por lo que fuera está la 
retención que, tengo entendido, realiza el juzgado. 


SEÑOR AMORÍN.- Ahora le voy a pedir al doctor que me ilustre. 


El recuerdo que tengo de cuando ejercía, hace muchos años, es que estos casos se deben 
tratar como una toma urgente de posesión y hay que depositar un dinero. Se hace una tasación, con 
ese dato se deposita un dinero y después puede haber un juicio o no. Puede ser que el propietario diga 
que con ese dinero le alcanza, se lo lleva y ahí se termina el tema o puede reclamar más, no menos. 
Puede ocurrir que haya una cantidad de padrones cuyos propietarios no saben lo que sucede por 
distintos motivos. A mí se me ocurre que este caso es para estas situaciones donde los propietarios por 
algún motivo no se presentan y, entonces, el ministerio pretende que ese dinero vuelva. Pero insisto 
en que ese dinero no es del fondo, sino de esos propietarios. El precio de la expropiación nunca va a 
ser menor, será eso o más. 


SEÑOR GUERRERO.- Cuando termina el proceso expropiatorio el precio puede ser menor. En cuanto 
al dinero que se deposita, se habla de justa compensación, pero a veces es menor cuando termina el 
proceso expropiatorio. Lo que el ministerio está pidiendo es poder sacar a los cinco años ese dinero. Si 
después se entiende que se debe poner más plata, se pone o si aparece un heredero, levanta el 
dinero. Es un dinero que se deja en garantía y lo que nosotros queremos es sacarlo provisoriamente. 


SEÑOR AMORÍN.- Es un tema conceptual. Ese dinero está para pagarle al propietario y, por eso, se 
deposita. Para hacer la toma urgente hay que hacer ese depósito; eso lo marca la Constitución y la ley 
de expropiaciones. Lo que están pidiendo es poder retirarlo pasados cinco años. Si el juicio es más 
largo el juez no lo debería entregar. Si alguien se presentó y se está realizando el pleito, el juez no 
debería permitir el retiro. 


SEÑOR GUERRERO.- ¿Y si no se presentó? 
SEÑOR AMORÍN.- Me parece que eso quizás lo podríamos poner. 


Reitero que si se está pleiteando, el juez no debería permitir el retiro, pero si el propietario no 
se presentó, uno puede pensar que no lo va a hacer nunca y ahí me parece razonable lo que se está 
planteando. 


SEÑOR GUERRERO.- Veamos si nos ponemos de acuerdo con el concepto. Cuando nadie se 
presenta, el ministerio pide levantar el dinero. Capaz que hay que darle una mejor redacción. En la 
norma, como está, los herederos por intermedio de sus patrocinantes van a pedir que no se entregue 
el dinero, pero el concepto lo tenemos claro los dos. 


SEÑOR AMORÍN..- Si es así, nos mandan una nueva redacción y con gusto la estudiaremos. 
SEÑOR GUERRERO.- Les agradecemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 95. 


SEÑOR GUERRERO.- El artículo 95 deroga el último inciso de la ley n.? 18795, en la redacción dada 
por la ley n.? 18996. La norma original, que es la ley n.2 18795, permitía que la enajenación, cesión, 
constitución de gravámenes respecto a ciertas viviendas —que son las de interés social, más otras— 
prescindiera de los certificados previstos en una norma de la ley de presupuesto de los años noventa 
que son conocidos como «los certificados que da el BPS». La ley posterior, de 7 de noviembre de 
2012, permitió que este régimen de excepción fuera de aplicación hasta el 31 de diciembre del 
presente año. Entonces, ahora pedimos la derogación de este inciso porque, de lo contrario, quedamos 
imposibilitados de escriturar todas las viviendas de interés social y de regularizar cualquier 
asentamiento irregular. En realidad, aquí hay que encontrar una solución definitiva en el tiempo, pero si 
no se deroga este inciso no podemos escriturar por falta de certificados. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Me gustaría saber si es en virtud de esa necesidad de regularización y de que 
todavía no está determinado el tiempo que podría llevar todo este proceso por las diferentes 
complejidades que tiene el ministerio y los propietarios, que ahora no se propone fecha límite, sino que 
se deja abierto en el tiempo, y mientras no se derogue va estar abierta esa exoneración. La pregunta 
es si el ministerio entiende necesario no poner límite porque es muy complejo fijar un tiempo en virtud 
de las dificultades que hay. 


SEÑOR GUERRERO.- No es que sea el tiempo; lo complicado es que muchos de esos inmuebles no 
pueden conseguir el certificado único del BPS. Por tanto, cuando nosotros adjudicamos viviendas a 
nuevos propietarios o se trata de regularizar asentamientos, no se consigue el certificado del BPS por 
los anteriores propietarios. Por eso digo que es un tema que en el futuro habrá que regularlo 
definitivamente, pero ahora pedimos dejar sin efecto ese inciso que tiene como fecha límite el 31 de 
diciembre. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Es una solución puente. 
SEÑOR GUERRERO.- Exacto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 96. 


SEÑOR GUERRERO.- Este artículo crea dentro de la Dirección Nacional de Aguas el Registro de 
Técnicos Profesionales de Aguas. El artículo 4% del Código de Aguas brinda facultades a nuestro 
ministerio para supervisar, vigilar y regular todas las actividades de obras públicas y privadas relativas 
a estudio, capacitación, uso, y conservación y evacuación de aguas. Por esta norma nuestro ministerio 
controla todo lo que tiene que ver con la construcción y el uso de represas y embalses de agua, de 
acuerdo al reglamento que dicte el Poder Ejecutivo. Este reglamento establece que debe haber un 
técnico de agua responsable, que es la persona que se encarga de comunicarse con el ministerio. 
Según la magnitud de la obra, puede tratarse de ingenieros agrónomos, ingenieros civiles o ingenieros 
agrimensores. Quiere decir que estos técnicos ya existen. Lo que pedimos ahora es la creación del 
registro de estos técnicos y que el ministerio tenga la potestad de llevarlo. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Es necesario crear este registro por ley o se podría hacer por decreto? 


SEÑOR GUERRERO.- Personalmente, pienso que es mejor hacerlo de esta forma. La ley habilita que 
esos profesionales intervengan, pero me parece que, si bien no está reservada la potestad del 
legislador, es mejor hacer la creación del registro por ley. 


SEÑOR AMORÍN.- El artículo 26 del decreto 195 del año 1991, que refiere a los proyectos de plantas 
de depuración de líquidos residuales industriales, termina diciendo: «El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, llevará un registro de los profesionales y consultores 
habilitados, documentando toda la información sobre éstos, de acuerdo a lo que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente reglamente». Es decir que hay un registro. 


SEÑOR GUERRERO.-Sí, pero eso es específicamente de Dinama y esto es un registro que va a llevar 
la Dinagua. 


SEÑOR AMORÍN.- Es decir que prefieren hacerlo por ley. 


SEÑORA MINISTRA.- Lo que mencionó el señor senador es un registro que lleva la Dinama y 
queremos aplicarlo a la Dirección Nacional de Agua, para que también lleve un registro de los 
profesionales capacitados para el control de todo tipo de construcción, tratamiento y estudio de aguas 
superficiales y subterráneas. 


SEÑOR AMORÍN.- La única pregunta que quería hacer era si era necesaria una ley o se podía hacerse 
por decreto. Me dijeron que prefieren una ley, así que está claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 97. 


SEÑOR GUERRERO.- Me gustaría que la economista Sandra Rodríguez de la Dinavi se refiera al 
artículo. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Aquí simplemente se aclara la redacción del artículo 605 de la Ley de 
Presupuesto en el entendido de que aquellos recursos que provenían de Rentas Generales vinculados 
con el Plan Juntos —en el marco del inciso 02 «Presidencia»—, así como $ 80:000.000 que estaban en 
el inciso de la Dinavi pero que eran de Rentas Generales y pasaron al Fondo Nacional de Vivienda, no 
se contabilizarían a la hora de hacer el ajuste del fondo en función de su recaudación. A su vez, agrega 
los refuerzos presupuestales que ha recibido el ministerio vinculados a las necesidades de recursos 
adicionales debido al tornado de Dolores. 


Por lo tanto, el efecto que tiene este artículo en la práctica es incrementar los recursos que 
va a tener el Fondo Nacional de Vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es el último artículo, por lo que, si no hay consultas, agradecemos a la 
señora ministra y todo su equipo la comparecencia en el día de hoy. 


No habiendo más temas, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 28 minutos). 
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